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SENl'ENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

l-im¿. 15 de octr¡brc dc 20i 8

el caso de autos, el recurente interponc demanda de amparo para quc sc le

,\SUN'I'O

Rcourso dc aqravio constitucional i¡terpuesto por doña Gladys Melina dcl Vallc Ayala,
curaclora procesal de don Fernando Felipe Javier Camino C¿rranza, contra la resoluci(in
de fojas 612, de 18 dc noviemb¡e de 2014, expedida por la TerceÉ Sala Civil de la
Cortc Supcrior dc lusticia de Lima, quc dccla¡ó infundada la dcmanda de autos.

FUNDAMEN'TOS

Irn la sentcDcia emitida en e1 Expcdiente 00987-2014-PA/TC, publicada en eldiario
oficial lil Peruano el 29 de agosto de 201¿1, este 'fribunal establcció, cn cl
fundamento 49, con caráctcr dc precedente, que se expedirá sentencia interlocutori¡i
denegabria, dictada sin más trámite, cuando sc prcsente alguno de los siglientes
supueslos, que igualmente están contenidos en el articulo l1 dcl Rcglamento
Nolmativo del T¡ibunal Constitucional:

Ca¡ezca de fundamentación la supuesta wlnc¡ación que se invoque.
La cüestjón de Derecho contenida en el ¡ecurso no sea de especial
trasce¡dencia constifu cional.
La cuestióD de Derecho invocada cont¡adiga un precedente del Tribunal
Constitucional.
Se haya dccidido dc manera desestimato a en casos sustancialme¡te iguales.

a)

b)

c)

otorguc io siguie¡tc: a) las remuneraciones devengadas, producto de la dife¡enci¡
entre su remuneración homologada y la remüneración dimilluta pcrcibida desde la
fecha de entlada en vigor de la Ley Universita a 23733 (19 de encro dc 1984) hasta
el I de ¡narzo dc 1988; y, b) las pensiones devengadas, producto dc la diferencr¿
cntrc su pensión calcülada según cl bcncficio homologatorio y 1a pcnsión diminuta
percibida en su condición dc docente cesante, desde el 2 de marzo de 1988 hasta
a¡tcs de ld relorma del Decreto Ley 20530.

3. Con rclación al pago de k)s devcDgados producto de la homologación de la
remuneracirin dcl actor cua¡do 1enía la condición de docente áctivo coD Ia
rcmune¡ación que percibe un ntagistmdo del Pode¡ Judicial en la categoria
corrcspo¡dicnte, conforme a lo dispuesto por cl a¡ticulo 53 d(r la Lcy Universitaria
23733, se eviclencia que cstc cxtremo no está referido a u¡a cuestión de Derecho de
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especial trascendencia constifucional, pues no existe lesión que compromela el
derecho fundamental a la remuneración del actor.

4. E¡ cf¡cto, dc autos sc advic¡te que lo quc rcalme¡te pretende el actor es que,
producto de la homologación, se incremente la remuneración que pcrcibió durante
su labor como docente activo; sin embargo, teniendo en cuenta que el derecho a la
rcmuncración reconocido en cl artículo 2,1 de la Constitución garantiza la
retribución al tr¿bajador por la prestación de servicios realizada para su cmpleador,
y que el aclor percibió efectivamente la ¡etribución por sus labores como docente
cuando tenía la condición de activo, cabe concluir que el incremento solicitado no
¡rcidc cÍr cl contcnido constitucionalmente protegido del derecho a la remune¡acrón

5. En cuanto a la homologación de las pensiones como docente cesante con la
remuneración que percibe un magistrado en actividad en la catego a

corespondiente, esta Sala del Tribunal observa que este exhcmo de la petició¡ no
lcsiona el dcrccho fundamental a la pensión del actor, pües la homologación a la
que rcfcría el aficulo 53 dc la Ley 23733 solo resultaba aplicable a los profeso¡cs
en actividad, mas no a los cesantes, colforne a lo resuelto por el Tribunal
Constitucional en Ia sentencia emitida en el ExpcdieDte 00023-2007-PI, que
p¡ccisal

..1 cuando cl a¡licnlo 5l'de la ley universitaria eslablecc que l¿s rcmuncr¡cioncs de
s docc¡tcs u¡ivcrsitaios sc "homologan con las de los nagislrados del Poder

Judicial, cs claro quc la rcfere¡cia es inequívoca al derecho comenido cn el afic lo
23' de la Consljlución y ¡o al derecho a la pensión a que se refiere cl ar'liculo I l'de la

6. Finalmente, cabe señalar que la Ley Unjversitaia 23733 füe derogada por la única
disposición complementa¡ia derogatoria de la Ley 30220, publicada eJ 9 de julio dc
2014 en el diario oficial El Peruano.

7. En consccuencia, se verifica que el prcscnte recurso de agravio ha incu¡rido cn la
causal de rechazo prcvista en el acápite b) del fuDdamento 49 de la sentencla
emitida l-n cl Expcdicnte 00987-2014-PA/TC y en el inciso b) del afículo i I del
Reglamento Normativo del T¡ibunal Constitucional. Por esta razón, conesponde
declarar, sin orás trámite, impiocedente el recurso dc agravio constitucional.

Po¡ estos fundamcntos, el Tribunal Constitucional, con la auto dad que le confiere Ia
Constitución Poli¡ica del Peru, y la participación del magistrado Espinosa-Saldaña
Barrera, convocado pa¡a dirimir la discordia suscitada po¡ el voto singülar del
magistr¿do l'errero Costa,
Adernás, se incluye el fuídamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña Barrera.
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RESUEL\¡E

Declarar IMPROCEDENTE el rccurso de agravio constitucioDal

Publiquese y notifiquese
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Coincido con el sentido de lo resuelto por mis colegas. Sin embargo, considero
necesario señalar lo siguiente:

I. 
^quí 

ha quedado plenamente acreditado que el recurso de agravio constitucional no
encuentra respaldo en el conte¡ido constitucionalmente protegido dc los derechos
invocados por la parte demandanle. Siendo así, se verifica que se ha incurrido en la
causal de rechazo prevista en e1 acápite b) del fundamento 49 de Ia sentencia emitida
e¡ el Expediente 00987-201,l-PA/TC y cn el inciso b) del artículo ll del
Reglamento Normalivo del Tribunal Constitucional-

2. Ahora bicn, encuenlro que la redacción del proyecto no es lo suflcientemente clara
para explicar las razones por las cuales aquí la cuestión de Ilerecho planteada carece
de especial trascendencia constitucional, conlorme las pautas establecidas por estc
'I ribu¡al.

3- En etecto. tal como ha desarrollado cste 'l'ribunal Constitucional en reiterada
jurisprudencia, al momento de emitir una sentencia interlocutoria, luego de haccr
mención a las causales de improcedencia lirninar recogidas en el fundamcnto 49 dc
''Vásquez Romero", corrcsponde referirse en lorma clara, ordenada y delalldda a la
causal cspecífica en la cual habría incürrido el recurso planteado, así como cumplir
con explicar cuálcs son los alcances de la causal ulilizada.

,+. De este modo, la exposición de las razones por las cuales el recurso incurre en una
causal dctcrminada no solo adquiere mayor claridad, sino también se Ie otorga un
adecüado orden lógico a los argumcntos que lundamentan Io resuelto cn el caso.
Dichas cualidades son las quc sc espera que tenga Llna decisión tomada por este
'¡iibunal, en tanto se trata de Lrn órgano jurisdiccional e¡cargado de una labor tan
relevante como lo es la tutela de derechos fündamenlales.

¡-UNDAMI]NTO DE VOTO DtrL MAGISTRA.DO ESPINOSA-SALDAÑA
RARRER{

*1 (ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA

Lo
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VO'[O SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potcstad quc mc otorga la Constitución, y con el mayor respelo por la ponencra
de mi colega magislrado. emilo el presenle voto siDgular, para expresar respetuosamcnte
que disie¡to del prcccdcntc vinculantc establecido en la Sentencia 00987-2014-PA/TC,
SENTENCIA INTIRLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos quc a

continuación cxpongol
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EL TRIBUNAI, CoNSTI'I.UCIoNAL CoMo CoRT¡] DIi RT]VISIÓN o FALLO Y No t}E

CASACIÓN

La Constitución de 1979 creó el Tribunal de Caranlías Constitucionales oomo
instancia de casació¡ y la Constitución de 1993 convirtió al Tribunal ConstitucioÍal
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez en nuestra historia
conslilucional, dispuso la creación de un órgano a¿/ ¿o¿, indepe[diente del Poder
Judicial. con la tarea de garantizar la supremacia constitucional y la vigcncia plcna
de los derechos i'ündamentales.

2. l,a Le) Iundamental de 1979 estableció que el Tribun. de Garantías
alonslilucionales era un órgano de control de la Constitución, que tenía jurisdicción
en lodo el tenitorio nacional pam conocer, en \,ía de casución, de los hubeas corpus
y amparos dcnegados por el Podcr Judicial lo que implicó que dicho Tribunal no
constituía una instancia habilitada para falla¡ en forma definitiva sobrc la causa. lls
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derccl'ros reconocidos e11 1a Constitución.

3. I.ln csc scntido, la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantias
Constitucionalcs. vigcnte en ese momento, eslableció, en sus a¡ticulos 42 aI46, que
dicho órgano. al encontrar una resolución dencgatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado e¡ lbnna e¡Tada o ha incur do en graves vicios proccsalcs cn la
tramitación y rcsolución de la demanda, procederá a casar la se[tencia y. luego de
señalar la deficiencia, devolvcrá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
Repúblioa (reenvío) para que cmita nucvo fallo siguiendo sus lineamientos,
p|occdimiento quc, a lodas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
nrcncionados.

tsl nrodclo dc tutcla antc amenazas y vuineración de derechos fue seriamcntc
modilicado en la Constitución de 1993. [¡ primer lugar, se amplian los
mccanismos de tu1e1a de dos a cuatro, a saber, hdbeas corpus, amparc, hdbeas duta
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al lribunal Constitucional
corno órgano dc control de la constitr¡cionalidad, aun cuando la Constitución 10

calilica erróneamente como "órgano dc control de la Constitución". No obstante. en

.l

lwl
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materia de procesos constitr¡cionales de la libeitad, la Constitución establece que el
'I'ribr¡nal Constitr¡cional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabc señalar quc la Constitr¡ción Política dei Perú, en su articuio 202, inciso 2,
prescribe que correspondc al l'ribunal Constitllcional "conocer, en última y
deli ilitct i slancia. las resoluciones denegatorias dictadu"^ en los procesos de
habeas cor¡tu:i. amparo, habeus data y acción de cumpl¡mien¡o". Esta disposición
constilucional, desde una posición de lianca tulela de los derechos fundamentales,
exige que el Tribunal Constitucional cscuche y evalúe los alegatos de quien sc
eslima amenazado o ag¡aviado en un derecho fundamental. Una lectura diveÉa
contravendría mandatos esenciales de la Constitución, como son el p¡incipio de
dcfensa de la persona humana y el ¡espeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Eslado (articulo 1). y "la observancia del debido proceso y tuteld
¡utisd¡cc¡onal. NínLgna persona puede ser desviadd de la ja,¡sd¡cción
predelermínada por ld ley, ni sometida o proced¡m¡ento disti b de k)s preyiamente
cstdblecidos, ni juzgddct por órg.tnos jurisdiccionales de excepci(tn ni por
co isiones especiales creadas dl efecto cualquiera sea su denomi ación",
consagrada en el artículo 139, inciso 3.

6. Como se advierte, a difcrencia de lo que acontecc en otros países, en los cuales el
acceso a ia última instancia constitucional tiene luga¡ por la vía del certiorar¡
(Suprcma Corte de los Estados Unidos), e¡ el Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de interpretación de Ia Constitución capaz de ingrcsar al fondo
cn los llamados procesos de la libertad cr¡ando el agraviado no haya obtenido una
protección dc su derecho en sede del l,odcr Judicial. En otras palabras, si lo que
está en discusión es Ia supuesta alnenaza o lesión de un derecho fundamental, se
debe abrir la vía correspondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la ape¡tura de esta via solo se produce si se permitc al
pcticio¡ante colaborar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
:n¡l:si. de lo qLre ce pretendc. dc lo que se inr.rca.

7. Lo constitucjonal es escuchar a la pa¡te como concretización de su derecho
irrenunciable a la dcfcnsa; además. un'Iribunal Constiiucional constituye el más
electivo medio de defensa de los derechos ñ¡ndamentales frente a los poderes
pirblicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
arbitrariedad.

EL Dut{¡tcHo A strR oiDo coMo MAN¡trrstACIóN DE LA DEMoCRATIZ^CIóN D[ Los
PROcESoS Co\srlrltctoNALES DE L^ LIBER't AD

/rl/,1

8. t-a adnlinistración de justicia constitucional de la libeñad que brinda el Tribunal
Constilucional, desde su creación. cs respett¡osa! como co(espol1de, del derecho de
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delensa iDhereüte a toda persona, cuya manifestación p ma a es el dcrecho a scr
oido con todas las debidas garantias al interior de cualquier proceso en el cual se

d(l(¡r¡;ncn su5 derechos. intere.es v obligaciones.

9. l)recisamente, mi alejamiento respeoto a Ia emisión de una resolución conslitucion¿l
sin realizarse ¿udiencia de visla está relacionado con la delénsa, la cual, sólo es

efcctiva cua[do el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrila y
oral, los argumentos pertinentes, concretándose el principio de inmediación que
dcbc regir en todo proceso constitucional.

10. Sobrc la intcrvcnción de las pafies, conespo¡de señalar que, en tanto que la
potestad de admi¡istrar justicia constituye una manifestación del poder que cl
Irstado ostcnta sobrc las personas, su ejercicio resulta constitucional cu¿rndo se

b nda con estricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a ser oido con las debidas garantías.

ll- Cabc añadir quc la participación directa de las pa es, en defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia dc vista, también constituye un elemento que
dcmocratiza el proceso. De lo conlnrio, se decidiria sobre la esfera de interés de
una persona sin permitirlc alcgar lo correspondiente a su 1¡vor, lo que resultaria
excluyente y anlidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber
includible de optimizar, en cada caso concrelo, las razoncs, los motivos y los
argumcntos quc justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
lcgitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo sullciente las ¡azones dc dcrccho y de hecho relevanles en cada
caso que rcsuelve.

12. En ese sentido, la Corte I[teramericara de De¡echos I"lumanos ha establecido que el
derecho de defensa "ohliga al Esfado a tratat al hdiyiduo en Íodo momento como
un yerdadero sujeto del proceso, en el más dmplio sefit¡do de este concepto, y no
.t¡mplemente como objeto del mismo"t , y que "pdra que e¡¡sta debitkt proceso legal
es prec¡so que un jusl¡ciable pueda hacer valer sus derechos y defender sus
inleteses en^lórma efect¡ta y en condicíones de ígualdad procesal cotl o[ros
ju.\l¡c ¡ubles'" .

' Corte IDH. Caso Baüeto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 cle noviemb¡e de 2009.
párraib 29.
2 Cortc IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. T nidad y Tobago,
sentencia del 21 dejunio de 2002, pánafo 146.
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N^TI]RAI,EZ,\ I,RoCESAL DEL RECTTRSO DI. AGRA\ IO CONS,l.ITTJCIONAI-

14. Cuando se aplica a un proccso constitucional dc la libcrtad la dcnominada
"scntencia intcrlocutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su

verdaden esencia jurídica, ya que el T bt¡nal Comtitucional no tiene competencia
para "¡evisaf' Di mucho menos "¡ecaliñcar" el recurso de agravio constitucional.

15. Dc conformidad con los articulos 18 y 20 del Código Procesal Constitucionai, el
T bunal Constitucional no "concede" e1 reculso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al lribunal lo que le corresponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por endc, no le ha sido dada la competencia de
rechazar dicho rec$lso, sino por el conlúrio de "conocer" lo que la parte alega
como r.rn agrct io quc le cdLrsi indelension

16. Por otro lado, la "sente¡cia interlocuto a" establece como supuestos para su
aplicación 1'ómu1as imprccisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requiere ser aclarado, justificado y concretado en supuestos específicos, a saber,
idenlilicar en c1ué casos se aplicaria. No hacerlo, no definirlo, ni justiñcarlo,
coDvierte el empleo de la p¡ecitada sentencia en a¡bitrado, toda vez quc sc podria
afectar, entre otros, el derecho f'undamental de del'effa. en su manifestación dc ser
oido con las debidas garantias, pues ello daria lugar a decisiones subjetivas y
carcntcs dc predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quienc§
tendrÍan que adivinar qué rcsolvcrá el Tribunal Constitucional antes de presenta¡ su
respecliva demanda.

I 7. Por lo demás, ma ldlis mutandi.\, cl ptecede[te vinculanle contenido en la Sentencia
00987-2014-P^/TC repite lo señalado por cl Tribunal Constitücional en otros
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírcz (Sentencia 02877-
2005-PHC/'IC). Del mismo modo, constituyc una realirmación de la nalür¿leza
procesal de los procesos constitucionales de la libefad (supletoricdad, via previa,
vias paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
cicrto. ctc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constitüye un
motivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del ¡ccurso de agravio
constitucional.

rvfl

13. El modelo de "insta[cia de 1állo" plasmado cn la Constitución no puede ser
desvir¡lado por cl 'l ribunal Constitucional si no es con grave violaciól de sus

disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo, pero no su refonnador, toda
vez que como órgano consliluido lambién está sometido a la Constitución.
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Lo que

19. Por tan1o, si sc ti(rn(- en cucnta quc la justicia en sede constitucional representa la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentalcs de los
ag¡aviados, volo a lavor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
visla, lo que garaDtiza que el Tribunal Constitucio[al, en tanlo i¡Ntancia última y
dcñnitiva. sca la adccuada pa¡a poder escuchar a las personas a1éctadas en sus
derechos esenciales cüando no cncucnt¡an justicia en el Poder Judicial;
especialmel1te si se tiene en cuenta que, agotada ia via constitucional, al justiciable
solo le queda e1 camino de la jurisdicción internacional de protección dc derechos
humanos.

20. Como afirmó Raúl Ierrero Rebagliati, "la defensa del derecho dc uno es, al mismo
tiempo. una dclcnsa total de la Col1slitución, pues si toda garantía constitucional
enlraña cl acccso a la prestación jurisdiccionai. cada cual al defender su derccho
está defendiendo cl de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
e¡vilecida sin la p¡olección iudicial auténtica".
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